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Señor Senador Eugenio Capeche 


Señores Senadores Reinaldo Gar 


gano y Francisco 
Terra 


Señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, ingeniero agrónomo Pedro Bonino Garmen- 
dia y sus asesores doctor Carlos Delpiazzo 
e ingeniero agrónomo Armando Rabuf fetti 


Señor Dalton Spinelli 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 28 minutos) 


La Comisión de Productores de Leche de los denartamentos 
de Flores, Florida, San José y Durazno, solicitan ser recibi- 
dos. Si los señores Senadores están de acuerdo podrían concu- 
rrir a la próxima sesión. 


(Apoyados) 


Damos la bienvenida al señor Ministro de Ganadería, Agri- 


cultura y Pesca y asesores, quienes han concurrido para tra- 
tar diferentes temas. 


Ticne la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Si los señoros miembros de la Comisión com- 
parten nuestro criterio le cedería la palabra al doctor Del 
piazzo quien abordaría el tema de las distintas alternati- 
vas de estatutos jurídicos que se manejaron, los pro y los 
contra de cada una de ellas en función de poder satisfacer 
los objetivos generales que se buscan para e! nuevo Ins*+ituto 
que se crea. 


En ese sentido, con relación a esta inquietud que había 
sido planteada por el señor Senador Gargano y a la cual ha- 
Híamos contestado en primera instancia se* tando cuales eran 
los objetivos que debía satisfacer el instituto, prometimos 
un análisis de los aspectos juridicos y de las distintas 
soluciones alternativas. 


SEÑOR  DELPIAZZO.- En la sesión pasada se había hablado de 
dos grandes capítulos Vinculados a la problemática jurídica 
del Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria. Fl 
Primero, tiene que ver con la forma institucional adoptada 
y el segundo está relacionado con la estabilidad laboral 
del personal a asignar al Instituto y la forma en que se 
instrumenta el tránsito del personal del Ministerio al Insti- 
tuto en el proyecto de ley que está a consideración. 


Con respecto al primer capítulo, es decir, el que tiene 
que ver con la fórmula institucional adoptada, me interesa- 
ría destacar cómo en buena medida este proyecto que está 
a estudio de la Comisión se ajusta a lo que ha sido la evo- 
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lución que han experimentado los países de la región en lo 
ultimos años. 


En un libro de Martín Piñeiro y Eduardo Trigo, publi- 
cado en San Jose de Costa Rica, en el año 1983, y en el cual 
se estudia justamente la temática de la innovación tecnoló- 
yica en la agricultura, se diferencian tres grandes etapas 
en la evolución institucional del tratamiento jurídico de 
la investigación agropecuaria. La primera de esas etapas, 
se ubica desde que se inician las actividades de investiga- 
ción en el continente hasta la Segunda Guerra Mundial. La 
segunda etapa, ubica sus comienzos entre 1940 y 1945 y cul- 
mina alrededor de 1960. La tercera, comienza en 1960 y reco- 
noce dos periodos, uno del 60 al 65 y otro del 70 en adelan- 

En el primero de estos periodos surge y se desarrolla 
la investigación; en el segundo se reorganiza el modelo y 
en el tercero evoluciona hacia fórmulas autonómicas de fun- 


cionamiento. 


La primera etapa, que se inaugura en la segunda mitad 
ll siglo pasada y finaliza con la Seaunda Guerra Mundial, 
5e Caracteriza por un bajo nivel de actividades, ejecutadas 
dentro de mecanismos institucionales muy d1iversos, pero en 
general altamente inestables, muchas veces bajo el influjo 
de personalidades o de profesores sin un adecuado encuadra- 
miento institucional. 


Durante e€se período se crearon estaciones experimenta- 
les que sirvieron de base a los procesos de desarrollo y 
consolidación ¡institucional posteriores. Entre esos casos 
merece mención la creación de La Estanzuela en nuestro país, 
la estación de Pergamino en la Argentina en 1914, de la So- 
ciedad Nacional de Agricultura en Chile en 1925, de las Gran- 
jas Experimentales de Palmira, Medellín y Bogotá en Colombia, 
en 1915, las Estaciones Experimentales de Cañete y La Molina, 
en 1924 y 1927 en Perú, es decir, es la época en que se pro- 
duce la aparición de las primeras estaciones experimentales 
que realmente pueden llamarse tales. 


No obstante, esta primera etapa, no logra el ajuste a 
un modelo de funcionamiento y a una organización según pará- 
metivus preestablecidos. Eso es lo que determina que la se- 
gunda etapa institucional, que se extiende desde la post- 
guerra, se caracterice justamente por marcar la transición 
entre estos esfuerzos aislados --muchas veces ¡nestables-- 


hacia estructuras integradas con alcance nacional, con la 
nota del control directo del Estado y la ubicación del esque- 
ma de investigación, en general como dependencias de los 
Ministerios de Agricultura y de Ganadería. Este proceso tomó 
distintas formas, según los países, pero casi siempre las 
actividades de investigación pasaron a constituir dependen- 
cias administrativas de los Ministerios, estando sujetas 
directamente a las estructuras burocráticas de éstos. Este 
modelo de centralización dentro de los Ministerios logró 
el objetivo querido en ese momento de dar una mayor estabili- 
dad al esquema institucional de investigación; permitió es- 
tablecer cbjetivos de mediano plazo y, en algunos casos, 
de largo plazo, para las actividades que se proponía llevar 
adelante, pero adoleció de una serie de limitaciones producto 
de la ubicación de estas actividades dentro de los Ministe- 
rios y del carácter burocrático qe muchas de ellas fueron 
adquiriendo. Jos problemas surgidos de las dificultades para 
concordar los requerimientos a largo plazo con los mecanismos 
de funcionamiento administrativo de los Ministerios pusieron 
en evidencia la debilidad de una organización de este tipo, 
no obstante la estabilidad alcanzada, 


Esto es lo que determina el nacimiento de una tercera 
etapa Cu. uta singularizante es la descentralización de 
las instituciones, que ticne como cecmpetencia la investiga- 
ción agropecuaria. En esta tercera etapa es posible advertir 
un primer periodo en el cual se crean y consolidan institutos 
nacionales de investigación agropecuaria como organismos 
autónomos del poder administrador, concretamente de los Mi- 
nisterios de Ganadería. 


El segundo períoda se inicia en la época del '70 y está 
caracterizado por esfuerzos de investigación desplegados 
por sectores privados y la integración del sector público 
con el privado en el area de la investigación. Esto determinó 
que en muy pocos años, particularmente en toda América, cam- 
biara sustancialmente cel panorama jurídico-institucional 
de la investigación, creándose el Instituto Nacional de Tec- 
nología Agropecuaria, INTA, en Argentina en 1977; el Insti- 
tuto de Investigación Agropecuaria, INIAG, en Ecuador en 
1959; el Fondo Nacional de Investigación Agropecuaria en 
Venuzucia; el Instituto Nacional de investigación Agrícola 
de México, ambos en 960: el Servicio de Investigación y 
Promoción Agropecuaria en Perú; el Instituto Cclombiano Agro- 
pecuario, en Colombia en 1963; el Instituto de Investigación 
Pecuaria, INIA, en Chile en 1964, todos ellos bazo un sistema 
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organizativo dotado de autonomía y descentralización, es 
decir con potestades para regirse a sí mismo con autonomía 
por una parte y, por otra, verificándose una ruptura del 
vínculo que unía a las instituciones de investigación con 
el poder central, eso es la descentralización. 


En nuestro país, hasta este momento, como es notorio, 
el sistem de investigación agropecuaria permanece incorpo- 
rado a la estructura del poder administrador central, ya 
que se trata de unidades ejecutoras dependientes del Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


£n consecuencia, la alternativa para lograr los objeti- 
vos perseguidos con la creación del instituto de investiga- 
ción, desde el punto de vista de su ajuste a una categoría 
di. terminada, no ofrecía mayores alternativas, porque nuestro 
país tiene, en esta materia, un esquema constitucionalmente 
cerrado. Tenemos por un lado a la persona publica mayor 
--Estado-- dentro de la cual actualmente se encuentra todo 
el sistema de investigación y luego, los Entes Autonomos, 
los Servicios Descentralizados y los Gobiernos Departamenta- 
les. No hay otra figura de persona pública estatal posible; 
no está prevista otra categoría de |. . ona pública estatal 
on la Constitución, al revés de lo que ocurre en países como 
la Argentina, que ofrecen una amplia gama de posibilidades 
de empresas públicas con instituciones, como los Entes Autár- 
quicos, las Empresas Públicas, las Sociedades del Estado, 
las Sociedades de Economía Mixta, es decir, un espectro de 
posibilidades de elección con el cual no contamos en nuestro 
Derecho. La figura de persona publica no estatal no tiene 
raíz constitucional, aunque sí lo tiene su raíz. 


SEÑOR GARGANO.- Usted mencionó varios Organismos de distin- 
tos países de América Latina, pero no se refirió al de Bra- 
sil. Quisiéramos saber que caracteristicas tiene este Orga- 
_nismo desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Este Organismo, desde el punto de vista 
de su categorización jurídica, no tiene un símil en nuestro 
Derecho, puesto que posee una absoluta autonomía de manejo 
y un control y aporte económico estatal, diría que se parece 
a lo que en el Derecho argentino son las Entidades Autárqui- 
cas. El primo hermano en nuestro Derecho sería el Ente Au- 
tónomo. Digo esto para marcar el siguiente matiz: en nuestro 
sistema jurídico el Ente Autónomo o el Servicio Descentrali- 
zado tiene determinadas características organizativas prefi- 
guradas por la propia Constitución. 
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En cambio, en estos otros paisos hay una libertad hasta 
de organización ¡interna de estas categorías que admite, por 
ejemplo, que pueda haber entidades anutárauicas organizadas 
de distirta forma en Cuanto a Su órgano jerarca, a su compo- 
sición, al estatuto de sus directivos, de su personal, etc. 


Decíamos entonces que la razón por la cual en este pro- 
yecto se oOapta por la de la persona pública no estatal es 
porque se trata de una categoría recenocida por la Constitu- 
ción pero no estrictamente reglamentada por la misma, de 
modo que ofr«ce la posibilidad de una apertura en cuanto 
a criterios de organización, a integración de los órganos 
directivos, etc. 


En definitiva, la forma de la persona pública no estatal 
es duna de las respuestas posibles a la pregunta de cómo en- 
carar una organización que, a la vez que descentralizada 
y autónoma, posea un dinamismo propio, obtenido fundamental- 
mente, por la circunstancia de no estar alcanzada por la 
mayor parte de las disposiciones reguladoras, por ejemplo, 
de» la contratación dee las entidades públicas, del régimen 
de1 prrsonal, de las entidades públicas estatales, etc. Es 
decir, las entidades encargadas de la investigación necesitan 
de un dinamismo en su proceso de contratación de bienes y 
servicios y también de personal, del cual adolecen normalmen- 


te las entidades públicas estatales. 


A este respecto debe observarse ademas que entre los 
Entos Autónomos y Servicios Descentralizados, nuestra Cons- 
titución distingue entre aquellos de naturaleza industrial 
y comercial y aquellos que no lo son. Respecto a los de natu- 
raleza industrial y comercial ofrece algunas ventajas desde 
el punto de vista de su funcionamiento y de su presupuesto. 
Como es sabido, los Entes Autonomos y Servicios Descentrali- 
zados de carácter industrial y comercial, por ejemplo, pro- 
yectan su propio presupuesto, el cual es aprobado por decreto 
del Poder Ejecutivo. En cambio, los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados que no tienen naturaleza industrial 
y comercial están comprendidos en el régimen del presupuesto 
nacional. Por lo tanto, su régimen presupuestal es el de 
la Ley de Presupuesto. Ese es el caso notorio actualmente 
de los Entes Autónomos de Enseñanza, por ejemplo, que no 
son industriales y comerciales. También es el caso del Banco 
de Previsión Social o, en el pasado, del Instituto Nacional 
de “viendas Económicas. Es decir, instituciones descentra- 
lizadas con personería jurídica, con patrimonio propio pero 
sin autonomía presupuestal, con funcionarios sometidos a 
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estatutos propios de la función pública y, si bien con una 
mayor flexibilidad de la Administración Central, con un alto 
grado de rigidez en cuanto al manejo de sus recursos humanos 
y materiales. 


Esa es la razón por la cual el Poder Legislativo ha op- 
tado, incluso en el actual período de Gobierno por dar las 
formas jurídicas de persona pública no estatal a institucio- 
nes como la Corporación Nacional para el Desarrollo, que 
requería un dinamismo importante en orden a la capitaliza- 
ción de empresas en situación económico-financiera inestable 
o como el Instituto Nacional de Vitivinicultura, creado en 
la última Ley de Rendición de Cuentas como una experiencia 
de gestión de un determinado sector agropecuario por parte 
de sus protagonistas: bodegueros, vitivinicultores, coopera- 
tivas y representantes dejl poder administrador. Los ejemplos 
podrían multiplicarse hacia el pasado. Es el caso del Insti- 
tuto Nacional de Carnes, de CONAPROLE, una de las primeras 
personas públicas no estatales que .. creó en nuestro país 
junto con el Frigorífico Nacional. 


De modo que la opción por la persona pública no estatal 
encuentra como primera razón determinante el poder disponer 
de un esquema de organización ¡institucional flexible, no 
acotado por parámetros «....titucionales o legales, como ocu- 
rre en el caso de los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados, particularmente teniendo en cuenta que en estos 
casos, por la indole de los cometidos y funciones asignados 
al Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria, el mismo 
nunca podría recibir el calificativo de industrial o comer- 


cial; siempre sería no industrial y comercial. En ese senti- 
do, estaria sometido a las rigideces que recien señalaba- 
mos. Creo que esto puede visualizarse con relativa nitidez 


si se compara el estatuto juridico de un Ente Autónomo y 
de un Servicio Descentralizado con el de una persona pública 
no estatal y con el del Estado Central en función de tres 
grandes capitulos: régimen presupuestario, el de su personal, 
y el aplicable a las contrataciones que realice de bienes 
de servicios o de personal. 


Desde el punto de vista presupuestal, en primer lugar, 
es obvio que el presupuesto del Estado Central se aprueba 
por ley cada cinco años. Es la Ley de Presupuesto Nacional 
que puede ser susceptible de ajustes anuales a través del 
instrumento de las Rendiciones de Cuentas que también son 
leyes. 
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De modo que el exquema presupuestal del Estado Central 
pasa por la aprobación de una ley por el Poder legislativo. 


En cuanto a los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza 
dos podemos decir que su régimen presupuestal es doble. Los 
entes autónomos y servicios descentralizados de naturaleza 
industrial y comercial están sometidos a un régimen presu- 
puestal consistente en la formulación de su presupuesto por 
el propio ente, la elevación por su Directorio al Poder Eje- 
cutivo y la aprobación del Presupuesto por decreto del Poder 
Ejecutivo. 


Quiere decir que en el caso de estos Entes Autónomos o 
Servicios Descentralizados industriales o comerciales, formal 
mente el presupuesto es un reglamento aprobado por el Poder 
Ejecutivo. Es similarmente rigido, pero no tanto, como el del 
Estado Central, por cuanto no requiere de una ley. 


La segunda especie de entes autónomos y servicios des- 
centralizados, es decir aquellos que no son de naturaleza 
industrial y comercial, tanto los docentes como los no docen- 
tes, pero que carezcan de las notas de industriales o comer- 
ciales están sometidos a un régimen presupuestal idéntico al 
del Estado Central. O sea, que su presupuesto se aprueba por 
ley. La única variante respecto al Estado Central es que tie 
ne determinados poderes jurídicos de iniciativa. De modo que 
el Poder Legislativo está facultado para pronunciarse tanto 
sobre la propuesta formulada por el ente como sobre las modi-— 
ficaciones o rectificaciones que haya realizado el Poder Fie- 
cutivo a esa propuesta, en oportunidad de su Mensaje de Ley 
de Presupuesto o de Rendición de Cuentas, según fuera el 
caso. 


Con respecto a las personas públicas no estatales no 
existe ninguna norma constitucional que establezca su régimen 
presupuestario.. Se podría entender, de acuerdo con el artícu- 
lo 19% de la Constitución, que están obligadas a publicar sus 
estados de situación y balances anuales visados por el Tribu- 
nal de Cuentas de la República, pero no existe ningún acto 
administrativo, ni del poder central ni del Parlamento. Tam- 
poco hay un acto legislativo necesario para que se verifique 
la aprobación del presupuesto de estas personas públicas no 
estatales que, sin perjuicio de los contralores que corres- 
ponden cuando manejan fondos públicos, aprueban sus propios 
presupuestos y lo ejecutan directamente. 
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SEÑOR GARGANO.- Desearía saber en que figura constitucional 
se ha basado el Legislador para ubicar esta nueva figura 
jurídica de persona pública no estatal. Hay varios ejemplos: 
la Corporación Nacional para el Desarrollo y el Instituto 
Nacional de Vitivinicultura, son los últimos que podemos en- 
contrar. 


Me interesa saber esto para profundizar luego en el meca- 
nismo de la relacion con el Estado. 


SEÑOR DELPIAZZ0.- En realidad, la razón de la aparición de 
la categoría de las personas públicas no estatales, más que 
de raíz constitucional, es de fuente doctrinaria porque radi- 
ca en la distinción entre lo público y lo privado por un 
lado, y lo estatal y lo no estatal por otr 


Prácticamente, hasta principios de este siglo se confun- 
día lo público con lo estatal; es decir, se entendía que 
todas las personas públicas integraban el Estado y que todas 
las personas jurídicas estatales estaban reguladas por el 
Derecho Público. Por lo tanto, no se admitía que pudieran 
existir categorías resultantes de la mixtura del régimen 
jurídico con la pertenencia o no al Estado. 


En realidad, esta distinción entre lo público y lo priva- 
du por un lado, y lo estatal y lo no estatal por otro, en 
América ha sido mérito de Sayagués Laso. Fue un enfoque doc- 
trinario de él que luego se extendió prácticamente por todos 
los: paises de América, y que se basó en lo siguiente. Prime- 
ro, para distinguir entre una persona pública y una privada, 
el criterio es cuál es el régimen jurídico al que está some- 
tida: si es propio del Derecho Público, es una entidad públi- 
ca: si es propio de la actividad privada, se trata de una 
entidad privada. Segundo, para distinguir si esa entidad es 
estatal o no estatal, hay que indagar si pertenece o no a la 
organización jurídica de la colectividad organizada. Si per- 
tenece a ella, como puede ser la Universidad de la República, 
ANCAP, etcetera, entonces es una entidad estatal; si no per- 
tenece, como puede ser el caso del ex Frigorífico Nacional o 
el de la Caja Bancaria entre otros, entonces c *sponde 
predicar su no estatalidad, independientemente de cual sea el 
régimen jurídico por el cual está. regulada. 

De la distinción entre pública y privada por un lado, y 
estatal y no estatal por otro, se deriva lógicamente, la 
posibilidad de que existan cuatro categorías: pública esta- 
tal, pública no estatal, privada estatal y privada no estatal. 
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Entidades públicas estatales son, por ejemplo, los Gobier 
nos Departamentales. Pertenecen a la organizacion juridica de 
la colectividad Estado y estan regulados por el Derecho Publi 
co. 


Personas públicas no estatales son, entre otras, la Caña 
Bancaria, el Instituto Nacional de Carnes, CONAPROLE, y lo 
fue el Frigorífico Nacional. Tienen un régimen jurídico de 
Derecho Público porque son creadas por ley y tienen determi- 
nadas potestades propias del Derecho Públiu has veces 
también tienen aportes estatales para su funcionamiento, es 
decir, manejan fondos públicos, etcétera. 


Personas privadas no estatales son todas las sociedades 
comerciales: sociedades anonimas, cooperativas, etcetera. 


Y la última categoría, que es la de más difícil configu- 
ración, que sería la de las entidades privadas estatales, a 
mi modesto juicio encuentra un ejemplo reciente en la compra 
por el Banco de la República del paquete accionario de deter- 
minados bancos privados. Estos bancos siguen siendo entidades 
privadas pero pertenecen a un Ente Autónomo estatal, con lo 
cual, nan devenido estatales. Por lo tanto, se trata de enti- 
dades privadas estatales: funcionan bajo un régimen de Dere- 
cho Privado pero pertenccen al Estado. Quizá una situación 
similar podría ser la de la Compañía del Gas, que fue expro- 
piada por el Estado pero continúa funcionando bajo régimen 
propio del Derecho Privado. 


En realidad, no es que para crear personas públicas no 
estatales se haya buscado el fundamento constitucional, sino 
que surgieron como una categoría doctrina. a, y a posteriori 
Cassinelli Muñoz, comentando el artículo 191 de la Constitu- 
ción dijo que como este artículo habla de Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados y todas las administraciones auto- 
nomas con patrimonio propio, entendía que se podía inferir 
que allí había un reconocimiento de la posibilidad de que 
existiera otro tipo de entidad regida por el Derecho ' 'ico, 
y que no fuera estatal dado que el mismo artículo antes cita 
a todas las entidades públicas estatales que la Constitución 
reconoce. 


De manera que para sintetizar, le puedo responder al 
señor Senador Gargano que las personas públicas no estatales 
nacen por sucesivas creaciones legales, no de espaldas a la 
Constitución, pero sí sin una raíz constitucional. En reali- 
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dad, es después de que ya existen determinadas personas que 
resultaban difícil de encuadrar, que la doctrina se plantea el 
problema de cómo categorizarlas. Luego, estudiando el texto 
constitucional --que si mi memoria no me falla, esa re:lac- 
ción proviene de la reforma de 1952-- se entiende que podría 
haber un reconocimiento de las personas públicas no estatales 
en esa disposición, cuando ya a esa altura existían muchas de 
ellas. Piensese que todas las Comisiones Honorarias sobre 
Seguro de Invalidez y Accidentes de Trabajo se crearon en el 
pasado utilizando, precisamente, la forma jurídica de persona 
pública no estatal. Quiere decir que llegó a haber una trein- 
tena de personas públicas no estatales antes de que se plan- 
teara el tema de si podían estar o no reconocidas por la 
Constitución. No cabe ninguna duda de gue estas personas son 
de Derecho Público, porque normalmente son creadas por ley, 
es decir, por un acto de autoridad del Estado. 


Por otro lado, normalmente en sus órganos jerárquicos 
tienen integración del Estado, a veces de la totalidad de los 
representantes y en otras oportunidades con una representa- 
ción del Estado y de los sectores involucrados. En general, 
para los servicios de seguridad social que tomaron la fórmula 
de la persona pública no estatal, se utilizó una administra- 
ción tripartita participando el Estado y los aportantes, 
tanto del sector patronal como laboral. 


Además, estas personas están regidas por el Derecho Públi 
co, porque suelen tener poderes juridicos que no son propios 
del Derecho Privado; a veces son verdaderos poderes exorbi- 
tantes. También, en ocasiones, manejan fondos públicos y 
están sometidas a contralores por organismos de Derecho Públi 
co a los cuales, normalmente, no estan sometidas las entida- 
des de Derecho Priv2" 


Por lo tanto, se dan una serie de caracteristicas que 
permiten su regulacion como propias del Derecho Privado. 


SEÑOR GARGANO.- Quisiera hacer una reflexión sobre un informe 
que nos elevo el Instituto Uruguayo de Derecho Administrati- 
vo, al cual la Comision le solicito informacion. 


Refiriéndose tanto al proyecto como a esta figura jurí- 
dica, el informe dice lo siguiente: "De la manera expuesta, 
se avanza en la solución consagrada por el artículo 23 de la 


Ley N2 15.785" --que es la de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo-- "para extenderla al 'regimen de funcionamiento'. 
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No obstante la regla de sujeción al régimen de la activi- 
dad privada, preceptuada por el artículo 26 del Proyecto, no 
podrá tener alcance absoluto, debiéndose tener presente: 


b) 3e tratará de un ente de Derecho Público creado por 
ley cuya existencia y régimen de competencia dependerán 
de la voluntad legislativa, y no de la voluntad de los 
particulares, determinante, en cambio, en la esfera de su 
libertad". 


Entiendo el criterio de la siguiente manera. Al crear la 
empresa pública "no estatal, el Legislador puede marcarle 1ími 
tes y características a su funcionamiento, es decir, al régi- 
men de contratación de personal y a su vinculación con el Es- 
tado de la manera que estime más conveniente. Este, entonces, 
dependerá de esa voluntad legislativa y no podrá ser modifica 
do por la voluntad particular. 


Me parece importante establecer esto a efectos de que que 
den bien en claro la voluntad y la autonomía del Legislador 
al forjar la figura jurídica de la empresa pública no estatal. 


SEÑOR MINISTRO.- Espero haber interpretado bien la reflexión 
hecha por el señor Senador Gargano. Su conclusión parecería 
ser que en cada caso la propia ley que crea una situación par 
ticular de persona pública no estatal, el Legisiador crea una 
individualidad para dicha persona. 


SEÑOR GARGANO.- Esa es la idea. 


SEÑOR DELPIAZZ0.- Quien habla integra el Instituto de Dere- 
cho Aiinietrtivs, aunque por razones obvias no intervino di 
rectamente en la preparacion del informe que está  conside- 
ración de la Comisión, cuyo tenor desconocia hasta el momen- 
to, pero comparto integramente lo leído por el señor Senador 
Gargano. 


En la mediáa en que las personas públicas no estatales 
son de creacion legislativa, el Legislador tiene un margen de 
flexibilidad importante para las soluciones que consagrara. 


Me interesa destacar, porque quizas podría generarse una 
confusión de ideas, que en cuantoa la referencia, por ejemplo, 
de que el régimen del personal será el mismo que para la ac- 
tividad privada, debo decir que ésta no es una excepción a 
si regulación por el Derecho Publico. 


Voy a explicar esto porque podría parecer una contradicción. 


Hoy en día, practicamente toda la doctrina está de acuerdo 
en que el Derecho Laboral es una rama del Derecho Publico, ya 
que compromete valores de orden público y de otro tipo que con 
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ducen a esta conclusión. Sin embargo, la índole de funcionario 
público o de no funcionario público del personal de las perso 
nas públicas no estatales, no depende de que estén reguladas 
por el Derecho Público, sino de que no pertenecen a la organi 
zación jurídica de la colectividad, es decir, que no son esta 
tales. El personal de las personas públicas no estatales no 
tiene el estatuto de funcionario público porque no se trata de 
entidades estatales. Para =e- funcionario público se requiere 
pertenecer a una administración estatal a la que se incorpora 
por un acto de designación. De manera que ese personal, a par 
tir del momento en que no revista en una entidad estatal, es- 
tá reguiado por el recho Laboral, que también es Derecho Pú 
blico, pero es el que rige para los empleados de la actividad 
privada. Es por eso que la referencia a la actividad privada 
--en lo que acaba de lecr el señor Senador Gargano con respec 
to a la Ley de la Corporación para el Desarrollo-- quizás no 
pueda ser feliz en el sentido de inducir a confusión en cuanto 
a que se trata de una entidad regulada por el Derecho Privado. 
No, ello no es así; está regulada por el Derecho Público, pe- 
ro Su personal, en la medida en que no se trata de funciona- 
rios públicos, tiene un cstatuto similar al del de la activi- 
dad privada, es decir, reculado por el Derecho Laboral. 


SEÑOR GARGANO.- Coincido con lo señalado por el doctor Del- 
piaz20, sin embargo, la ley que crea la empresa pública no es 
tatal puede indicar las posibles características del estatuto 
laboral de quienes integran ese tipo de empresa, como en este 
caso específico. La autonomía del Legislador llega hasta 
poder darle un estatuto Jaboral que tenga un régimen especial 
diferénte al del funcionario público y no asimilado totalmen- 
te al del trabajador de la industria privada, etcétera. 


SEÑOR MINISTRO.- Me parecen interesantes las reflexiones he- 
chas por el señor Senador Gargano en reiación a ese informe 
elaborado por el Instituto de Derecho Administrativo. Consulto 
a los miembros de esta Comisión y al señor Senador Gargano en 
particular si podrían proporcionarnos un ejemplar de dicho 
intorme. 


SPÑOR PRESIDENTE.- Se tomarán las providencias del caso a efec 
tos de que lleguen algunos ejemplares al Ministerio. 


SEÑOR DELPIAZ20.- Efectivamente, el Legislador está facultado 
para establecer, no diría el estatuto del personal, ya que se 
ría prácticamente imposible regular todo el estatuto laboral 
en una ley de creacion, pero sí puede dar pautas que permitan 
fijar cual es el régimen aplicable. En esto, inclusive, hay ejemplos al 
respecto. En varias de las leyes que han creado personas publicas no es- 
tatales, se han establecido ciertas caracteristicas. Recuerdo el caso de 
la ley de creación del Instituto Nacioral de Carnes en la que se estable-- 
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ció la inamovilidad; en otros, como en la de las Cajas Paraes 


tatales de Seguridad Social, existen algunas normas relativas 
a la carrera administrativa dentro de la entidad. Quiere de- 
cir que lo que el Legislador realmente puede hacer es estable 
cer el marco regulador, ya que el estatuto concretamente será 
luego una atribución del jerarca de la persona jurídica res- 
pectiva, en este caso concreto el del Instituto Nacional de 
Investigación Agropecuaria. 


De esta manera, espero haber satisfecho las dudas del señor Senador 
Gargano. Independientemente, quien habla pensaba volver al tema del per- 
sonal del Instituto en oportunidad de tratar el II Capítulo del esquema 
anunciado, que tiene relación con la estabilidad del personal. Como los 
señores Senadores recordarán cuando visitamos la estación experimental de 
"La Estanzuela", recibimos un memorándum en el que una de las inquietudes 
fundamentales era, precisamente, la estabilidad laboral, el estatuto del 
perscnal y el modo en cómo se habría de verificar el tránsito de la situa 
ción actual a la de la nueva ley. Por lo tanto, con el fin de continuar 
manteniendo un poco el orden de la exposición, terminaría con la compara- 
ción de las formas jurídicas y luego podríamos pasar a analizar especifi- 
camente el tema del personal. 


Estábamos tratando de calificar o categorizar jurídica- 
mente a la persona pública no estatal en comparación con las 
formas de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentrali- 
zados, por una parte, y por otro lado del Estado, en función 
de tres grandes temas: el presupuesto, el régimen del personal 
y el régimen de contratación. 


Con respecto al régimen del presupuesto, cabe decir que 
ya hemos señalado cuáles son las características en cada una 
de las tres situaciones. En relación al régimen del estatuto 
del personal, cabría hacer la siguiante distinción: el esta- 
tuto del personal del Estado Central se aprueba por ley, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 59 de la Constitu- 
ción; el estatuto del personal de los entes autónomos indus- 
triales y comerciales del Estado, se proyecta por el ente y 
se aprueba por decreto del Poder Ejecutivo, es decir, que es 
un reglamento; y el estatuto de los entes autónomos de ense- 
ñanza, de acuerdo con lo establecido en el artículo 204 de la 
Constitución, es aprobado por el respectivo Consejo Directivo 
Central, o sea, por el órgano jerarca del ente autónomo de 
que se trata. Entonces, el personal de las persunas públicas 
no estatales por no toner el estatuto del funcionario público, 
ro es alcanzado ni por el estatuto fijado por el artículo 59, 
ni por el de los entes autónomos en cualquiera de sus espe- 

cies. Por tanto, están regulados básicamente por el Derecho 
Laboral, sin perjuicio --como ya lo señalamos-- de las carac- 
terísticas configurativas del régimen que establezca el Legis 
lador en la ley de creación. 
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En cuanto al régimen aplicable para la contratación, 
las entidades públicas estatales están sometidas a las disposiciones 
contenidas actualmente en la Ley N2 15.903 --la última rendi- 
ción de cuentas-- que dedica un buen número de sus artículos 
al régimen de la contratación de las entidades estatales. 
En principio, las personas públicas no estatales, no están 
alcanzadas por las disposiciones de esa ly, a menos que 
manejen fondos públicos, en cuyo caso hay disposiciones expre 


sas, que le son aplicables en orden al control, fundamental- 


mente, por el Tribunal de Cuentas, como criterio de preserva- 
cion que ha utilizado el legislador cuando se trata de velar 
por el buen uso de los fondos publicos. 


De todos modos, estas normas relativas al manejo de esos 
fondos públicos por personas públicas no estatales que así 
lo hacen, no limitan mayormente la libertad de contratación 
que tienen estas entidades. En cambio, las entidades estata- 
les, en sus compras, en sus adquisiciones, están alcanzadas 
por el principio básico de la licitación pública. Por supues- 


to que ello es así, salvo las excepciones expresamente previs 


tas por la ley. Además, están sometidas al proceso administra 
tivo del gasto, que supone el control preventivo del Tribunal 
de Cuentas, y en el caso del Estado Central, supone también 
el control preventivo de la Contaduría General de la Nación. 
En otros aspectos, sucedí “mo Cuando se trata de proyec- 
tos de ejecución y de inversion con la Oficina Planeamiento 
y Presupuesto. 


De modo que hay una serie de requisitos que están esta- 
blecidos por ley, algunos de raíz constitucional, como por 
ejemplo los que tienen que ver con el contralor externo a 
cargo del Tribunal de Cuentas y que, por lo tanto, son inexcu 
sables, no son soslayables para las entidades estatales. 
En cambio, no  alcanz.... esos requisitos para las entidades 
no estatales. 


De ahí que éste sea otro fundamento que ha hecho atracti- 
va esta forma jurídica de organización para determinadas 
especies, como la de la Corporacion Nacional para el Desarro- 
llo y que ha resultado ser seductora para organizar el Insti- 
tuto de _Investigaciones Agropecuarias que, de acuerdo a lo 
que veíamos en la resolución que reseñé al principio de esta 
exposición, es el modelo autonomico utilizado por el INTA 
en Argentina y por algunas otras entidades de similar natura- 
leza que existen en el Derecho Comparado de America Latina. 
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De modo que la comparación entre el régimen presupuestal, 
el régimen jurídico del personal y el aplicable a la contrata 
ción exhiben a favor de las personas públicas no estatales, 
ventajas de autonomía, de descentralización, de flexibilidad, 
haciendo que esto permita un funcionamiento mássacorde a 
la índole de los cometidos asignados en el instituto, cuales 
son los de la investigación. 

Si ningún señor Senador tiene inquietudes con respecto 
a estos puntos, podríamos pasar al asunto que trata de la 
estabilidad laboral del personal del Instituto Nacional de 
| Investigaciones. 


SEÑOR MINISTRO.- A esta altura de la exposición del doctor 

Delpiazzo quisiera saber en qué medida las inquietudes del 

señor Senador Gargano han tenido alguna satisfacción o si 

subsisten algunas dudas en cuanto a la idoneidad de la elec- 

ción que se ha hecho para el estatuto del personal, tal como Z 
lo dice el articulo 26. A ss Y 


Se me ocurre que de pronto podriamos discutir estos pun- 
tos ahora. Sin embargo, todavía no visualizo la parte central 3% 
de las dificultades que veía el señor Senador Gargano en e 
: 2 al sistema por el que se ha optado en el anteproyecto, EA 
en lo que hace al estatuto del personal, por ejemplo. 


SEÑOR GARGANO.- Con relación a la última parte de la pregunta da CE 
del señor Ministro, discutiriíamos ese aspecto cuando el doc- 

tor Delpiazzo termine con su análisis. La primera parte de 

su exposición era para definir las características del insti- 

tuto a crearse y su relación con el Estado. La empresa públi- (+) 

ca de carácter no estatal que se pretende crear, por ejemplo, ¡ 

a “juicio del Instituto de Derecho Administrativo plantea, 
en el apartado b) que aungue el instituto a crearse esté 
llamado a funcionar, segun el regimen de la actividad priva- 
da, sus fines trascenderan de los propios y más generales 
para alcanzar el bien común. Se refiere al artículo 2% rela- 
tivo a los cometidos del Instituto. 


«Luego dice que deberá adecuar sus directivas a las del q, A 
Poder Ejecutivo, en el artículo 32%. De modo que tiene unas : 
caracteristicas muy especiales. Se trata de una empresa purli 
ca no estatal pero con una relación muy especifica con el lc 
Poder Ejecutivo y con el Estado, para decirlo en una sola 
palabra. Esto se señala en el apartado 3) en donde dice que 
los recursos financieros serán en buena parte de origen tribu ¡ 
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tario y de consiguiente regulación por el Derecho Público. 
Me explico. Puede la ley fijarle un monto al aporte del Esta- 
do y otra modificar el monto de ese aporte y darle una canti- 
dad superior o menor o determinar que el origen de los recur- 
sos provenga de otras fuentes y no de las que se a2specifican 
en la ley. 


En el b4) se dice: "El contralor administrativo, radicado 
en el Poder Ejecutivo, a ejercerse por intermedio del Ministe 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca, se desarrolla en los 
términos de un régimen de derecho público afín al del artícu- 
lo 197 de la Constitución alcanzando aun la modalidad sustitu 
tiva de voluntad mediante la suspensión de los actos observa- 
dos y la disposición de correctivos del proyecto". Artículo 
22 del proyecto. 


Mi interés no era definir mi opción ni la de mi sector 
político ahora sino el de esclarecer a fondo las característi 
cas de la empresa pública no estatal a crearse y la latitud 
que el legislador: le pueda dar. Entre otras cosas, vamos 
a proponer algunas modificaciones al proyecto que están encua 
dradas dentro de estas características y sin cambiar la natu- 
raleza jurídica del instituto a crearse. Esclareciendo bien 
la naturaleza jurídica podemos hacer conciencia de la volun- 
tad que el legislador tiene para legislar sobre la materia. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Lo que acaba de decir el señor Senador 
Gargano pone de manifiesto la regulación por el derecho públi 
co, precisamente de esta persona que se proyecta crear, ya 
que el control intenso del Poder Ejecutivo, claramente está 
demostrando una regulación. En este momento estaba repasando 
el articulado del proyecto de ley y observé, por ejemplo, 
la inembargabilidad de los bienes, que es otro típico atribu- 
to del derecho público. Es decir que todo el articulado está 
impregnado de notas propias de una regulación juridica, que 
no es la de la actividad privada. 


Pienso que en toda esta conversación que estamos mante- 
niendo pudo haberse producido un elemento de duda o de perple 
jidad por la redacción del artículo 26. 


En una de las sesiones que la Comisión realizó el año 
y . . . 
pasado, habiamos concordado en la necesidad de modificar 


el artículo 26, entre otras cosas, porque planteaba el proble 


ma de las contribuciones de seguridad social. Recuerdo que 
este punto fue puesto sobre la mesa por el señor Senador 
Z:imaran. 


Pero ademáz, este artículo --que si no recuerdo mal en- 
cuentra su modelo en uno similar de la ley de creación de 
la Corporación Nacional para el Desarrollo-- dice que "en 
lo no previsto especialmente por la ley, su récimen de funcio 
namiento sera el de la actividad privada, especialmente en 
cuanto a su contabilidad, cstatuto de su personal y contratos 
que celebre". Si vinculamos esta disposición con otras del 
sale 20 proyecto, como por ejemplo con el artículo 14, queda 

ucho más nítido cuál es el regimen jurídico de esta persona 
pibe. 


Debemos observar, por ejemplo, que en materia de perso- 
nal, el literal b) del artículo 14 dice: "Aprobar el estatuto 
de sus empleados, los que se regirán en lo no previsto en 

las reglas del derecho común”. 


Esto ra..:ica lo que señalaba cuando respondí a una inte- 
rrogante anterior del señor Senador Gargano, en el sentido 
de que la ley puede establecer pautas relativas al estatuto 
del personal, pero en lo no previsto rigen las reglas del 
derecho común, que en este caso equivaldría a decir las re- 
glas del derecho laboral que, como ya vimos, en la considera- 


civun doctrinaria mayoritaria es también Derecho Público. 


En lo que tiene que ver con la contabilidad y con los 
contratos que se celebres, evidentemente habrá un alto grado 
de aplicabilidad del régimen contenido en los Códigos de 
Comercio y Civil, ya que no les será exigido, ¿por ejemplo, 
el procedimiento de la licitación pública, típica norma de 
Derecho Público que alcanza a las entidades de naturaleza 
estatal. 


SEÑOR CARGANO.- A efectos de ir ubicando lo que puede repre- 
sentar diferencias de criterio entre el proyecto y la latitud 
que tiene el legislador, quiero leer el literal j) del ar- 
tículo 14, que analizaba el doctor Delpiazzo. Dice asi:  "Ad- 
quirir, gravar y enajenar, toda clase de bienes". Entiendo 
que debemos darle latitud para adquirir y gravar pero, a mi 
juicio, el Instituto a crearse no puede tener capacidad para 
enajenar, por ejemplo, las estaciones experimentales; no pucde 
enajenar la infraestructuia básica que le ha proporcionado 
el Estado, porque se trata de bienes públicos y el Estado 
no puede delegar su enajenación. Sin embargo, tal como está 
redactado se da esa posibilidad. 


Esta es, entre otras, alguna de las observaciones que 
han formulado los organismos o instituciones consultadas. 


SEÑOR PDELPIAZ2Z20.- Creo que la ¡inquietud del señor Senador 
es muy atendible, pero no debe nreocupar en este proyecto, 
ya que el Instituto sólo podrá enajenar lo que es de su pro- 
| piedad, es decir, lo que ha ingresado a su patrimonio. 

| El artículo 31 del proyecto dice: "Los bienes, derechos 
y obligaciones de las dependencias referidas en el artículo 
anterior, quedarán afectados de pleno derecho al Instituto 
en lo que corresponda a los cometidos y atribuciones trans- 
feridos, de acuerdo a la reglamentacion." Esto quiere decir 
que en la hipótesis pianteada por el señor Senador Gargano, 
las estaciones experimentales son propiedad del Estado y  se- 
guirán siéndolo, pero afectadas al funcionamiento del Institu- 
to. De esta forma el Instituto no las podrá enajenar, ya que 
no son de si propiedad. 


En cambio, si el Instituto adquiere un predio en el que 
instala una estación experimental o demostrativa, oO adquiere cl 
vehículos, eso sí podrá ser enajenado. Pero reitero que no e e 
puede serio aquello que constituye patrimonio estatal, que da 
no se le traspasa, sino que se le afecta de pleno derecho i Ó 
para su funcionamiento. 


SEÑOR GARGANO.- Creo que este es un punto medular. A 


El doctor Delpiazzo convendrá conmigo en el sentido de 
. * á 4 
que lo dispuesto en la primera linea del artículo 30 es de 
tal amplitud que podria llevar, inclusive, a la interpretación 
que yo hice, porque dice: "La persona jurídica que se crea 
sera sucesora universal de los cometliuos , «eoribuciones asig- 
nados...” 
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SEÑOR DELPIAZZ0.- No habla de los bienes; sólo menciona los 
cometidos y atribuciones. 


SEÑOR GARGANO.- Tiene razón el doctor Delpiazzo. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero señalar que a nosotros también nos 
había preocupado que se diera la posibilidad de enajenar esta- 
ciones experimentales, pero luego de discutirlo con el doctor 
Delpiazzo, llegamos a la firme conclusión de que tal como 
está redactado el proyecto éstas no se le transfieren como 
patrimonio al Instituto, sino en función de sus cometidos 
y atribuciones. Si en el día de mañana el Esta. iLtiende 
conveniente cambiar la figura del INIA, o si éste desaparece, 
las estaciones experimentales y todo ei patrimonio que por 
esta ley le fue afectado para su uso, volveran a su situación 
actual, porque en ningún momento se realiza una traslación 
de dominio, sino que simplemente se afecta su uso al Instituto 
de investigación. Reitero que me parece muy lógica la preo- 
cupación * del señor Senador Gargano, pero tenemos la tranqui- 
lidad de que eso no sucederá, en virtud de la forma en que 
ha sido redactado y chegqueado el proyecto con el asesoramien- 
to del doctor Delpiazzo. 


SEÑOR GARGANO.- De todas formas, entiendo que es posible  bus- 
car una redacción más clara, ya que no es poco lo que está 
en juego, pues se trata de la infraestructura que el Estado 
proporciona al instituto a crearse. 


SEÑOR CAPECHE.- Cuando dice "gravar y enajenar toda clase 
de bienes", entiendo que se refiere exclusivamente a los bie- 
nes del Instituto, ya que de acuerdo a la Constitución hay 
cosas que no pueden gravarse, como por ejemplo las pensiones, 
jubilaciones y sueldos. 


SEÑOR DELPIAZZ20.- Exactamente, señor Senador. Con respecto 
a lo que señalaba el señor Senador Gargano, debo decir que 
en lo que esta a mi alcance ofrezco mi colaboración para que 
las redacciones sean lo más claras posibles, pero en este 
tema realmente tuvimos la preocupación de que quedara expre- 
sado de la manera más nítida posible, que la persona juridi- 
ca que crea sucede, en sus cometidos y atribuciones, a las 
actualmente existentes. Desde el punto de vista técnico jurí- 
dico, esto tiene un sentido muy claro: son cometidos las acti- 
vidades y son atribuciones los poderes jurídicos y no los 
bienes. La disposición que regula el tema de estos últimos, 


Da a e RRA d 
a 


» 


O 


bo 


es el artículo 31, en el que ya no se habla de sucesión, sino 
que se establece una afectación. Quizás podiamos haber utili- 
zado otro giro en lugar de hablar de "afectación de pleno 
derecho", pero pusimos eso porque esta afectación opera en 
función de la ley y no habrá un acto posterior. En tanto exis- 
ta el Instituto Nacional de Investigación, y salvo que el 
legislador disponga algo distinto en un acto legislativo pos- 
terior, estos bienes continúan siendo de patrimonio fiscal 
del Estado, afectados al uso del Institute Nacional de "'nves- 
tigación. De modo que el Instituto no sólo no podrá enajenar 
esos bienes, sino que tampoco los podrá gravar, porque le 
faltará la titularidad necesaria para hacerlo. El titular 
será siempre el Estado, aun cuando eilos estún afectados al 
uso del Instituto. Por otra parte, tengo la idea de que esta 
temática fue objeto de discusión en la Comisión a raiz de 
una “¡inquietud del señor Senador Terra, Justamente sobre la 
naturaleza jurídica de los bienes del Instituto Nacional de 
Investigación Agropecuaria, en cuya oportunidad distinguiamos 
que los bienes a utilizar tendrían dos  reaímenes jurídi- 
cos: el propio de aquellos bienes que adquiera, tanto muebies 
como inmuebles y el de aquellos que el Estado les afecta de 
pleno derecho. Tenemos el caso de los vehiculos, por ejemplo, 
que el Estado afecte al uso del Instituto. En ese sentido, 
¿quién los podrá vendor? El Estado, a través del procedimiento 
por el cual venden las entidades ¡públicas estatales y que 
normalmente es el remate. 


SEÑOR MINISTRO.- Una vez que el Instituto tiene los vehículos 
y luego, por un proceso normal de adecuacion de la flota, 
¿quien es el que vende, el Instituto o el Estado? 


SEÑOR DELPIA270.- Respecto de los vehículos que compre el 
Instituto, ellos van a ser suyos y los podrá enajenar, pero 
respecto de los del Estado, que se le afectan pero no se le 
transfieren, quien los va a enajenar ez el dueño, oO sea, el 
Estado. Ejemplos de éstos ha habido muchos. Por otra parte, 
se han dado casos en sentido inverso. Por ejemplo, se han 
planteado situaciones en el marco de convenios de cooperación, 
de vehículos sometidos al regimen de la actividad privada, 
es decir, no integrando el patrimonio fiscal del Estado y 
que luego se incorporan a este cuando termina la misión de 
que se trata. Por otro lado, hay obligación expresa de enaje- 
narlos, pero hay otros, como es el dol Banco Mundial --en lo 
que hace a los vehículos del Plan Agropecuario-- donde se 
obliga, en el momento en que se verifica la venta, a que el 
dinero resultante se aplique a amortizar los préstamos de 
dicha Institución y no pueden ser objeto de reinversión en 
ningún otro tipo de bien, ni siquicra de similar naturaleza. 
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Ahora, si me permiten, deberíamos referirnos al tema 
de la estabilidad laboral. 


En este aspecto, del cual derivamos a raíz de las inquie- 
tudes que se plantearon, el objetivo fundamental es que no 
queden dudas sobre como se verifica el transito de un regimen 
a otro. El tema se ha visto enriquecido por un sinnúmero 
de aportes que se han hecho llegar al Ministerio y a la Comi- 
sión, que hemos conocido a través de las versiones y también 
en oportunidad de la visita de los integrantes de esta Comi- 
sión a "La Estanzuela" lo que conduce a pensar que, posible- 
mente en este capítulo, haya que explicitar algunos de los 
contenidos de modo de salvar aquella inquietud que un técnico 
de ese establecimie nto graficó como úe "no darunsalto en 
el vacio". Es decir, que quede claro para el personal que 
va a pasar de una situacion de dependencia, de un estatuto ¡ 
jurídico propio de la Administración Central, a uno más fle- | 7 
xible, cuai es el del personal de una entidad no estatal. | 0 
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En esta materia, me gustaría hacer referencia a un ante- 
cedente que estamos viviendo en estos días y respecto del 
cual el Legislador ha sido muy escueto en las pautas que AS 
le ha dado a la Administración para proceder, por lo que hemos E 
tenido que crear soluciunes por la vía reglamentaria. Hasta : ES 
el presente, cl procedimiento se viene desarrollando sin E as 2 
dificultades y, en general, con la conformidad de todas las y ; ; 
partes involucradas. Me refiero al caso del Instituto Nacio- 
nal de Vitivinicultura, creado en la última Rendición de 
Cuentas, y que contiene una disposición que dice que la trans E sor 
ferencia de la infraestructura funcional y formal del Estado, o 
afectada al cumplimiento de cometido de contralor vitivinico- 
las Se verificará de la manera que establezca la reglamenta- 
cion. 
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De manera que el tránsito ha _quedado librado a esta vía 
y hemos tenido la preocupación de que na se verifique ese 
o salto al vacio. Diría que el tema es prácticamente ¡idéntico a 
al que se va a plantear en el Instituto Nacional de Investi- de a E 
gación Agropecuaria, porque se trata de la transferencia Pr 
del personal del Ministerio a una persona pública :.. estatal. UN 
En ese caso, el Poder Ejecutivo, en acuerdo con el Consejo 
de Administración del Instituto Nacional de Vitivinicultura, 
ha dictado un decreto reglamentario de esta temática el día 
miércoles próximo pasado. En dicho decreto, la solución que se estableos es 
la siguiente. En primer lugar, el Ministro de Ganadería, | 
Agricultura y Pesca dispondrá del pase en Comisión, por un 
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período de seis meses, prorrogable por seis meses más, de 

los funcionarios que a la fecha de la ley estuviesen asigna- 

dos al cometido de control vitivinícola. A ese efecto, la 

Dirección «de Contralor Legal, confeccionará la lista de los 
funcionarios referidos en la disposición mencionada. Comuni- 

cada esa lista al Instituto Nacional de Vitivinicultura, 

éste dispondrá de un plazo de 30 días para prestar su confor- 

midad al pase de los funcionarios que irán a prestar funcio- / 
nes al Instituto. Los funcionarios que no cuenten con la E; 
conformidad del Instituto oO que manifiesten ante este, por 
escrito fundado,” su. imposibilidad de pasar al mismo, serán 
redistribuidóos dentro del Inciso 07, Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, y en el caso de no ser ello posible, 
serán considerados excedentes, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 10 de la Ley N2 15.857. Al vencimiento del pase 
en Comisión, el Instituto Nacional de Vitivinicultura proce- 
derá a la incorpora-ión de los funcionarios que seleccione 
en los términos y condiciones que determine. Dicha incorpora- 
ción no podrá significar, en ningún caso, disminución de 
la retribución percibida por el funcionario. 


De modo ue se trata de buscar una solución que atienda E e a, E 
q z z 


a la conformidad de quien recibe al personal --es decir, 
de la entidad que se crea-- y del propio funcionario involu- 
crado. 


A la vez, no debe existir para éstos, ningún tipo de 
perjuicio funcional, desde el punto de vista de la retribu- 
ción que perciben. De manera, pues, que se trata de contemplar 
los intereses de todos los involucrados. 


Al mismo tiempo,el Estedo hace el esfuerzo de continuar 


pagando las retribuciones a este personal por un año --seis E; 
* . * e í 

meses prorrogables por igual termino-- durante cuyo periodo | 
z ; : z l 

el funcionario mantiene su estatuto, calibra cual es la nueva C 


índole de la actividad para la que se le requiere y, además, _” a 
tanto el Instituto como aquél, tienen la opcion de dar marcha ¡ : 
atrás, sin dificultades desde el punto de vista del estatuto O 
funcional. añora bien, si el funcionario, por las razones e 
que fuere, resuelve volver al Ministerio, será asignado a s 
otra repartición de dicha Secretaría de Estado, a fin de 

la especialización que el mismo pueda tener,y siesa reinser- 

ción no es posible, procederá la declaración de excedentario, 

de acuerdo con la ley dictada por este Parlamento en la mate- 

ria. 


geg.2 € 
D/465 


e 2 HD 


“e 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que el ejemplo que está mencionando 
el doctor Delpiazzo es muy interesante en cuanto a cómo 
se ha manejado una situación que puede ser muy similar y 
que tambien presentaba por parte de los funcionarios la in- 
quietud que él graficaba como ese salto al vacío. 


Quería agregar que el .funcionario, en este espacio tempo- 


ral que se crea --en el cual está siendo redistribuido y 
está funcionando en una especie de prueba mutua dentro de 
la nueva oryanización-- ayota el tiempo del cual dispone 


de acuerdo con la ley del INAVI para fijar su propia regla- 
mentación interna. Una de las dificultades que se mencionaba 
en aquella visita que hicimos a La Estanzuela con la Comisión 
del Senado, se refería a cómo hacía el funcionario para optar 
convenientemente, para poder tomar individualmente una buena 
opción, si no conocía el reglamento del funcionamiento propio 
del nuevo instituto que se creaba. Es el mismo caso que el 
INAVI. 


Hemos buscado esta solución porque en ese año en que 
el funcionario está siendo redistribuido y --valga la expre- 
sión-- tiene tiempo de dar marcha atras, va a conocer el esta- 
tuto de funcionamiento del instituto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En una sesión anterior habíamos resuelto 
que el artículo 32 debía ser modificado. 


SEÑOR DENLPIAZZO.- Ese artículo debería ser objeto de refor- 
mulación. En ese sentido en el Ministerio nos hemos enrique- 
cido con la experiencia que señalé y que obviamente no la 
teníamos en la instancia de formulación del proyecto inicial. 


Quiero destacar dos aspectos: en primer lugar, el artícu- 
lo 32 difiere en buena medida de la regulación del tema a 
la reglamentación. Esto no es caprichoso. El personal del 
Instituto Nacional de Isvestigación Agropecuaria no está 
sometido a un estatuto de función pública ni le son aplica- 
bles directamente las disposiciones en materia de redistri- 
bución, que refieren solamente a los funcionarios públicos. 
Entonces, el camino es acudir a la vía reglamentaria para 
crear una especie de estatuto paralelo que permita o la in- 
serción definitiva en el Instituto. O como decía gráficamente 
el señor Ministro, la marcha atrás durante el período en 
que el personal esta en Comisión. 


Fi segundo aspecto que me interesa destacar es que en 


la medida en que alguna de las disposiciones de este proyecto 


gcd.3 
D/465 


A A A A O A A o A A ra 


de ley pueden ser perfeccionadas o complementadas como, por 
ejemplo, la de la selección en el ingreso o la del estatuto 
en el artículo 14, literal b), etcétera, va a quedar de algu- 
na manera prefigurado en la ley cual es el régimen jurídico 
de estos funcionarios. Evidentemente, siempre va a ser come- 
tido del órgano jerarca directriz del Instituto Nacional 
de Investigaciones Agropecuarias, el articular el estatuto 
del personal, pero las pautas --creo captar que en la Comi- 
sión hay cierto consenso en este sentido-- se refieren a 
explicitar las reglas básicas por las cuales se habrá de 
regir ese personal. En ese sentido no se va a dar un salto 
al vacio porque van a ser conocidas las reglas básicas del 
funcionamiento de la relación de ese personal con el Instituto. 


SEÑOR GARGANO.- Una de las ulservaciones que formulaban los 
técnicos del Instituto Alberto Boerger estaba relacionada 
con que la ley regulara, no la estabilidad indefinida del inves- 
tigador o del personal en su cargo, sino las reglas a que 
debía atenerse el jerarca para poder remover de su puesto 
al funcionario investigador o al de servicio, inclusive. 


De esta forma se trataría de que allí no funcionara 
la discrecionalidad que sí puede ocurrir en la actividad 
privada donde el patrón, en función de tener capacidad para 
pagar un despido, puede separar de su cargo a un funcionario. 


Se hace necesario cumplir determinados extremos para 
remover al tuncionario o para no renovar un contrato, en 
la medida en que existe una pauta basica a la cual debe ate- 
nerse el jerarca respectivo. 


SEÑOR DELPIAZZ0.- En aeneral, en los estatutos de las perso- 
nas públicas no estatales --con gran diversidad porque cada 
uno proviene de su respectivo órgano jerarca y a veces son 
muy explícitos y otras más escuetos-- se prevén normas de 
procedimiento. Inclusive, en algunos casos se prevén causales 
relativas a la exoneración de los funcionarios y también 
su régimen disciplinario. Esto no impide que haya pautas 
de tipo general en la ley, en los artículos 60 y 61 de la 
Constitución, establecidos con el animo de marcar el desarro- 
llo legislativo del estatuto de los funcionarios públicos. 


acá oOperaría el tema en un grado inferior; el Legislador 
establecería las pautas y luego, por la vía reglamentaria in- 
terna del Instituto se precisaría la parte de detalle del 
estatuto del personal. 
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No hay que olvidar la diferencia, porque es trascendente, 
entre el personal de un instituto regido por el derecho públi- 
co pero que no es estatal y el de las entidades públicas esta- 
tales, que por ser funcionarios públicos, estan alcanzados 
por todas las disposiciones de la Constitución y de las normas 
relativas a los funcionarios públicos. 


En la medida en que existe un objetivo común en esta mate- 
ria que se explicitara en las bases estatutarias en el proyec- 
to de ley, que no es aplicable directamente el instituto de 
la redistribución por tratarse de una entidad pública no esta- 
tal, el artículo 32 podría ser reelaborado aprovechando la 
experiencia del Instituto Nacional de Vitivinicultura, capita- 
lizando el instituto del pase en comisión como un instrumento 
que permita hacer más fluido y menos premiosn ese tránsito 
y recogiendo el consentimiento del funcionari. se haría 
¿undámentalmente en aquellos casos en que la doctrina es prác- 
ticamente unánime en requerirlo como es la del traslado geográ 
fico del funcionario, es decir que no se podría verificar 
el traslado de una estación experimental a otra, de un punto 
a otro de la República, sin consultar la voluntad del funciona 
rio respectivo. 


De modo que el artículo 32 podría ser reelaborado parango- 
nando esta Situación con la del Instituto Nacional de Vitivini 
cultura, en la cual la ley fue mucho menos explícita, que 
resulta una experiencia del desarrollo reglamentario reciente 


Básicamente he terminado con lo que quería expresar y 
si no hay ninguna pregunta para contestar, yo daría por termi- 
nada mi exposición. 


SEÑOR GARGANO.- Creo que ha llegado el momento en el cual 
la Comisión tendrá que comenzar a trabajar y legislar tratando 
punto por punto. y presentar las distintas alternativas o 
soluciones que tengan los señores Senadores. 


La semana próxima vamos a contar con la presencia de una 
delegación de productores de leche y, por lo tanto, en esa 
sesión quizá no podamos trabajar en la forma que he menciona- 
do, puesto que legislar a veces lleva más tiempo que simplemen 
te intercambiar opiniones o dar información. 


En consecuencia, propongo seguir con este punto dentro 
de quince dias, pero entrando a la materia directa de resolu- 
cion y redaccion, lo que podría posibilitar que .1 Ministerio, 


ari ada 


si tiene alternativas a las diferentes observaciones que 
se han planteado, las haga llegar. 


SEÑOR CAPECHE.- Pienso que la Comisión podría citar a los 
productores de leche el martes próximo a la hora 14.30 y lue- 
go, a la hora 15.00, continuar con la presencia del señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros vamos a hacer esos aportes que se 
nos han pedido. pao hoy traíamos una información” que pensába 
mos dar en forma oral, pero para ir ganando tiempo, la haremos 
en forma escrita. La información se refiere a la inquietud 
de la Comisión en cuanto a la concordancia entre el Presupues- 
to proyectado en ¿unción del crecimiento proyectado en los 
próximos cinco años para el Instituto y las fuentes de ingreso 
proyectadas de acuerdo con las dos vertientes, que son los 
aportes presupuestales y los ingresos que provendrán de las 
tasas a la enajenación de bienes agropecuarios previstas en 


el articulado. En Sala se podrían aclarar las dudas que surgie 


ran. 


GOR CAPECHE.- El artículo 11 dice que la Junta Directiva 
podrá designar miembros eventuales del Consejc Consultor, 
representantes de otros sectores de actividad que no se encuen 
tren efectivamente representados en el mismo, prua el tratamiento de aque 
llos asuntos en los que se cunsidere necesaria o conveniente su participación. 


¿No es darle demasiada amplitud a la Comisión? Considero 
rd Y . . 
que seria prudente que el articulo dijera “un representante”, 
Creo que ese es el criterio, pero aquí no está expresado. 


SEÑOR MINISTRO.- Para el Consejo Consultor. 


La idoca era que en el Consejo Consulivor estuvieran repre- 
sentados los subsectores de todo el ámbito agropecuario. Como 
siempre cabe la posibilidad de que aparezcan nuevas activida- 
des que no estén consideradas aquí, o incluso algunas que 
por su individualidad no han sido consideradas en la apertura 
que se hace con respecto a subsectores y su representación 
en el Consejo Consultor, se previó este artículo para _.ue 
puedan ser incorporados con carácter eventual, y por lo tanto 
no tendran voto en ese Consejo Consultor, aunque sí tendrán 
VOZ. 


Es decir que se entiende que habrá un representantu por 


subsector de actividad y este aspecto se puede aclarar. 
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Me preocupa la estrategia futura que debemos seguir con 
este proyecto, sobre todo si tenemos en cuenta que en la Comi- 
sión hay otro proyecto que también es muy importante y, segura 
mente, va a demandar mucho trabajo en 1: tapa de legislar, 
como manifestó el señor Senador Gargano. Me refiero a los 
dos proyectos de ley de lechería existentes en la Comisión 
y a otro que deberá ser considerado en paralelo en lo que hace a su ar 
ticulado. El Ministerio se comprometió a hacer un repartido -tal 
como lo nizo con la Ley Forestal- estableciendo un paralelis- 
mo, artículo por artículo, con respecto al proyecto del Poder 
Ejecutivo, y otro alternativo que existía. Digo esto porque 
--sin perjucio de que se pueda buscar una solución para la 
próxima sesión-- sería urgente que entráramos al análisis 
de los artículos. No sé si en esa tarea se va a trabajar tal 
como se hizo con la Ley Forestal, es decir, con nuestra presen 
cia, a los efectos de avudar a la labor de la Comisión, para 
lo cual estamos a disposición ya que nuestro interés es facili 
tar el trabajo. 


SEÑOR CAPECHE.- Es imprescindible su presencia, señor Minis- 
tro. Incluso estariamos de acuerdo en aumentar el régimen 
de sesiones, porque crecemos que será necesaria más de una 
sesión para poder agotar este articulado. Lo mismo creemos 
con respecto al proyecto de ley de lechería cuyo articulado 
es bastante extenso y contiene puntos muy opinables. Nuestra 
aspiración sería que en esta Legislatura se pudieran aprobar 
esos dos proyectos para que pudieran pasar a la consideración 
de los respectivos plenarios. 


Con esto quiero decir que el Ministerio está totalmente 
a disposición de la Comisión para cualquier régimen de traba- 
jo, inclusive el más intensivo, para poder avanzar lo más 
rápido posible en la consideración de estos dos proyectos 
fundamentales. 


SEÑOR SARGANO.- Deseo puntualizar que si los llamados a Sala 
que están previstos se materializan en el curso de esta sema- 
na, es probable que dos integrantes de la Comisión no esten 
presentes la próxima semana en Montevideo. Me refiero al señor 
Senadul cumarán y a quien habla, ya que debemos concurrir 
a la reunion del Parlamento Latinoamericano. Naturalmente, 
la Comisión puede avanzar en algunos aspectos, aunque legislar 
sin votar directamente a favor o en contra es dificultoso, 
por lo menos para nosotros, que tenemos un solo miembro. 


Pienso que es necesario tener la mayor disposición para 
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trabajar, pero, advierto también que a partir de la semana 
próxima el Senado tendrá que abocarse al tratamiento del pro- 
yecto de ley de Rendición de Cuentas. A la vez, los señores 
Senadores Pereyra, Zumarán y el que habla tendremos que asis- 
tir necesariamente a la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda. 


Por otra parte, soy Presidente de la Comisión de Transpor- 
te y Obras Públicas que desglosa del proyecto de ley de Rendi- 
ción de Cuentas, el Plan de Inversiones, lo cual suma un nuevo 
capítulo de trabajo, para lo que va se han previsto sesiones 
matutinas de esa Comisión. 


Aunque tengo la mejor buenas voluntad, hay un cúmuio de 
tarcas que ocupa el tiempo de los Legisladores, por lo que 
no sé si será posible que el ritmo de trabajo sea muy intenso 
en los próximos días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa señala que se ha adelantado la 
hora a los efectos de recibir a los delegados de los producto- 
res de leche, a las 15 y 30, para poder contar con la presen- 
cia del señor Ministro y sus asesores. 


También, quiero hacer un peruenñno resumen de los temas 
er los cuales hemos quedado en traer soluciones a la Comisión. 
Entre ellos están los uitimos asuntos tratados hoy por el 
doctor Delpiazzo con las consiguientes interrogantes del señor 
Senador Gargano. Otro, es el del presupuesto. mencionado por 
el. señor Ministro, que hoy no hubo tiempo de desarroliarlo. 
Luego, quedan los tres puntos relativos a la macroorientación 
de la investigación, coordinación y la resolución del tema 
de los Consejos Consultu.os Regionales y si éstos sustituyen 
al Consejo Consultor previsto en la ley. 


Aunque no contemos con la presencia de los señores Senado- 
res Gargano y Zumarán, pienso que podemos adelantar nuestra 
labcr la semana que viene y cuando ellos retornen entraríamos 
al articulado. 


SEÑOR MINISTRO. - Luego de escuchar el cronograma trazado por 
el señor Senador Gargano, pienso que, evidentemente, van a 
existir esas dificultades. Quizás eso nos deba hacer reflexio- 
nar sobre la necesidad de establecer desde ya un doble régimen 
de sesión semanal. Partiendo de esa base, aun perderemos algu- 
nos días por las razones expuestas por el señor Senador Garga- 
nO. O sea, teniendo un doble regimen semanal, quizás logremos 
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reunirnos solamente una vez por semana. 


con Haci.:ia pueda trabajar de mañana y de tarde 
de tarde desde las 15 hasta las 20 horas. 


Por lo tanto, me parece prudente esperar a la 
lia en que se vera cual es el regimen de sesiones. 


| e SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 9 minutos). 


SEÑOR GARGANO.- Soy de la opinión de que habría que esperar 
que la Comisión de Presupuesto con Hacienda fijara el régimen 
de sesiones y de que el Senado estableciera cuál va a ser 
el criterio que se va a manejar para las sesiones 
del mes proximo. Normalmente, se adopta la decisión de que 
en los primeros quince días se suspenden las sesiones ordina- 
rias a efectos de que la Comisión de Presupuesto integrada 


ordinarias 


o solamente 


semana próxi 


